
Partes en el procedimiento principal

Demandante: Isabel González Castro

Demandadas: Mutua Umivale, Prosegur España, S.L., Instituto Nacional de la Seguridad Social (INSS)

Fallo

1) El artículo 7 de la Directiva 92/85/CEE del Consejo, de 19 de octubre de 1992, relativa a la aplicación de medidas para promover la 
mejora de la seguridad y de la salud en el trabajo de la trabajadora embarazada, que haya dado a luz o en período de lactancia, debe 
interpretarse en el sentido de que se aplica a una situación, como la controvertida en el litigio principal, en la que la trabajadora de 
que se trata realiza un trabajo a turnos en el que solo desempeña una parte de sus funciones en horario nocturno.

2) El artículo 19, apartado 1, de la Directiva 2006/54/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, relativa a la 
aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación, 
debe interpretarse en el sentido de que se aplica a una situación como la del litigio principal, en la que una trabajadora, a quien se ha 
denegado la concesión del certificado médico que acredite que su puesto de trabajo presenta un riesgo para la lactancia natural y, por 
consiguiente, se le ha denegado la prestación económica por riesgo durante la lactancia natural, impugna ante un tribunal nacional u 
otra autoridad competente del Estado miembro la evaluación de los riesgos que presenta su puesto de trabajo, cuando la trabajadora 
expone hechos que puedan sugerir que esta evaluación no incluyó un examen específico que tuviese en cuenta su situación individual y 
que permitan así presumir la existencia de una discriminación directa por razón de sexo, en el sentido de la Directiva 2006/54, lo 
que incumbe verificar al tribunal remitente. Corresponde entonces a la parte demandada probar que dicha evaluación de los riesgos 
contenía efectivamente tal examen concreto y que, por tanto, no se vulneró el principio de no discriminación.

(1) DO C 121 de 18.4.2017.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Segunda) de 20 de septiembre de 2018 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Fővárosi Ítélőtábla — Hungría) — OTP Bank Nyrt., OTP Faktoring 

Követeléskezelő Zrt. / Teréz Ilyés, Emil Kiss

(Asunto C-51/17) (1)

(Procedimiento prejudicial — Protección de los consumidores — Cláusulas abusivas — Directiva 93/13/ 
CEE — Ámbito de aplicación — Artículo 1, apartado 2 — Disposiciones legislativas o reglamentarias 

imperativas — Artículo 3, apartado 1 — Concepto de «cláusulas contractuales que no se hayan negociado 
individualmente» — Cláusula integrada en el contrato tras su celebración a raíz de una intervención del 

legislador nacional — Artículo 4, apartado 2 — Redacción clara y comprensible de una cláusula — 
Artículo 6, apartado 1 — Examen de oficio por el juez nacional del carácter abusivo de una cláusula — 
Contrato de préstamo denominado en divisas extranjeras celebrado entre un profesional y un consumidor)
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Fallo

1) El concepto de «cláusulas contractuales que no se hayan negociado individualmente» que figura en el artículo 3, apartado 1, de la 
Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados con consumidores, 
debe interpretarse en el sentido de que comprende, en particular, una cláusula contractual modificada por una disposición legislativa 
nacional imperativa, adoptada tras la celebración de un contrato con un consumidor y que tiene por objeto suplir una cláusula viciada 
de nulidad contenida en dicho contrato.

2) El artículo 1, apartado 2, de la Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido de que el ámbito de aplicación de esta Directiva no 
comprende cláusulas que reflejan disposiciones de Derecho nacional imperativas, insertas con posterioridad a la celebración de un 
contrato de préstamo con un consumidor y que tienen por objeto suplir una cláusula de tal contrato viciada de nulidad imponiendo un 
tipo de cambio fijado por el Banco Nacional. Sin embargo, una cláusula relativa al riesgo del tipo de cambio como la controvertida en 
el litigio principal no está excluida de dicho ámbito de aplicación en virtud de la citada disposición.

3) El artículo 4, apartado 2, de la Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido de que la exigencia de que una cláusula contractual 
esté redactada de manera clara y comprensible obliga a las entidades financieras a facilitar a los prestatarios información suficiente 
para que estos puedan tomar decisiones fundadas y prudentes. A este respecto, tal exigencia implica que una cláusula relativa al riesgo 
del tipo cambio debe ser comprendida por el consumidor tanto en el plano formal como en el gramatical y también en cuanto a su 
alcance concreto, en el sentido de que un consumidor medio, normalmente informado y razonablemente atento y perspicaz pueda no 
solo ser consciente de la posibilidad de depreciación de la moneda nacional en relación con la divisa extranjera en la que se ha 
denominado el préstamo, sino también evaluar las consecuencias económicas, potencialmente significativas, de tal cláusula sobre sus 
obligaciones financieras.

4) El artículo 4 de la Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido de que exige que el carácter claro y comprensible de las cláusulas 
contractuales sea apreciado refiriéndose, en el momento de la celebración del contrato, a todas las circunstancias que rodeaban tal 
celebración, así como a las demás cláusulas del contrato, aun cuando algunas de esas cláusulas se hayan declarado o presumido 
abusivas y, por ello, hayan sido anuladas en un momento posterior por el legislador nacional.

5) Los artículos 6, apartado 1, y 7, apartado 1, de la Directiva 93/13 deben interpretarse en el sentido de que corresponde al juez 
nacional señalar de oficio, en sustitución del consumidor en su condición de parte demandante, el posible carácter abusivo de una 
cláusula contractual, tan pronto como disponga de los elementos de Derecho y de hecho necesarios para ello.

(1) DO C 144 de 8.5.2017.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Segunda) de 13 de septiembre de 2018 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Consiglio di Stato — Italia) — Autorità Garante della Concorrenza e del 
Mercato / Wind Tre S.p.A., anteriormente Wind Telecomunicazioni S.p.A. (C-54/17), Vodafone Italia 

S.p.A., anteriormente Vodafone Omnitel NV (C-55/17)

(Asuntos acumulados C-54/17 y C-55/17) (1)

[Procedimiento prejudicial — Protección de los consumidores — Directiva 2005/29/CE — Prácticas 
comerciales desleales — Artículo 3, apartado 4 — Ámbito de aplicación — Artículos 5, 8 y 9 — Prácticas 

comerciales agresivas — Anexo I, punto 29 — Prácticas comerciales agresivas en cualquier 
circunstancia — Suministro no solicitado — Directiva 2002/21/CE — Directiva 2002/22/CE — Servicios 

de telecomunicaciones — Venta de tarjetas SIM (Subscriber Identity Module) con ciertos servicios 
preinstalados y preactivados — Inexistencia de información previa a los consumidores]

(2018/C 408/13)
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